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La crisis de la democracia: manual de uso

			La quiebra de las democracias, de Juan J. Linz (Bonn, 1926-New Haven, 2013), se publicó por primera vez en inglés con el título «Crisis, Breakdown, and Reequilibration», en el libro colectivo The Breakdown of Democratic Regimes (Baltimore: John Hopkins University Press, 1978), con el propio Linz y Alfred Stepan como editores. En los años inmediatamente posteriores aparecieron, que sepamos, otra edición en inglés, una traducción al italiano y otra al japonés, para, finalmente, ver la luz en español en 1987 traducido por Rocío de Terán y publicado por Alianza Editorial. Ésta es la versión que ahora llega de nuevo al lector, con toda la riqueza de datos e ideas que es propia del autor y toda su capacidad de generar debates y reflexiones que nunca pasan de moda. Aunque el original fue concebido y redactado en su mayor parte entre 1970 y 1974, contiene referencias incidentales, incorporadas en la fase final de su elaboración, a la «revolución legal» llevada a cabo en España por el gobierno de Adolfo Suárez entre 1976 y 1977. Era un episodio, el de la transición española, un tanto a contrapelo del fenómeno tratado en estas páginas, que fascinaba a Linz por múltiples razones intelectuales y personales: la desintegración de una vieja dictadura para dar paso, de forma gradual y pacífica, a una democracia parlamentaria. Es decir, justo lo contrario de lo que ocurre en la mayoría de los casos analizados en La quiebra de las democracias. 

			El libro aborda la crisis de la democracia principalmente en el marco de la Europa de entreguerras y explica los factores que pusieron en peligro su existencia en un momento de fragilidad estructural y creciente descrédito del sistema parlamentario. Entre la veintena de regímenes que constituyen la materia prima de su investigación destacan la Alemania de Weimar y la II República española. Hay poderosos motivos biográficos, aparte de los puramente científicos, para que les dedique una especial atención. Hijo de padre alemán y madre española, la infancia y adolescencia de Juan Linz transcurrieron en Alemania y España entre los años veinte y treinta, lo que le permitió conocer de primera mano las experiencias democráticas de la República de Weimar y de la II República española y el traumático desenlace de la crisis de la democracia en uno y otro país, en el primero con el advenimiento del III Reich en 1933 y en el segundo con la sublevación militar de 1936 y la Guerra Civil, que Linz vivió en el Madrid republicano y en la Salamanca franquista. Entre uno y otro periodo, pasó unos meses en la Alemania nazi en compañía de su madre en los que descubrió aspectos todavía poco conocidos de la truculenta realidad del nacionalsocialismo. Para entonces había muerto ya su padre en un accidente, después de que su empresa familiar sufriera en los años veinte las devastadoras consecuencia de la hiperinflación posterior a la Gran Guerra. Es difícil, pues, reunir un acervo de experiencias personales como las que vivió Linz en aquellos años, desde la difícil andadura de la República de Weimar y la puesta en marcha de la tiranía nacionalsocialista, hasta la crisis de la República española y la instauración del franquismo como régimen caudillista de partido único. Que su tesis doctoral, presentada en la Universidad de Columbia en 1958, versara sobre el sistema de partidos en la Alemania de Weimar indica hasta qué punto sus primeras vivencias personales habían influido en las inquietudes intelectuales que habrían de marcar su trayectoria académica.

			La tesis nunca llegó a publicarse porque, pese a su extensión –unas 900 páginas, tras reducir el original a menos de la mitad–, Linz siempre la consideró un trabajo inacabado debido a las prisas impuestas por el calendario académico y sus plazos inexorables. Es indudable, sin embargo, que toda su obra posterior guarda relación con aquel estudio puntero de sociología política, en el que planteaba el multipartidismo y el sistema electoral de la República de Weimar entre los posibles factores que provocaron su fracaso. El tema aparece también en este libro al inventariar las causas de la quiebra de las democracias de entreguerras. Aquí resulta obligado introducir la comparación con la II República española, que hizo de la Constitución alemana de 1919 el principal modelo de su propia Constitución, aprobada en diciembre de 1931. El paralelismo entre ambos regímenes aparece de forma recurrente a lo largo de estas páginas, si bien los muchos elementos comunes no deben ocultar una diferencia sustancial en el sistema electoral vigente en uno y otro caso, pues mientras la Alemania de Weimar se decantó por la proporcionalidad, con el previsible resultado de una fuerte fragmentación del arco parlamentario y una inestabilidad crónica de los gobiernos formados hasta enero de 1933, la República española optó por un sistema mayoritario que tuvo, sorprendentemente, las mismas consecuencias: unas Cortes multipartidistas y un poder ejecutivo a merced de mayorías que se rompían con gran facilidad. Sistemas electorales opuestos tuvieron, por tanto, efectos muy parecidos en cuanto a la precariedad de los parlamentos, y en última instancia de los gobiernos, surgidos de las urnas. 

			Como ocurre con el sistema electoral, hay divergencia también en un factor resaltado por Linz como elemento de estabilidad en la Alemania de los años veinte, y es la existencia de una significativa continuidad en la clase política antes y después de la caída de la monarquía en 1918. Esta circunstancia, que se dio asimismo en Austria en los años veinte, facilitó la colaboración entre partidos y líderes políticos acostumbrados al trato personal y a la negociación, por grandes que fueran sus diferencias ideológicas, como ocurrió entre los socialistas alemanes y los católicos del Zentrum, primero durante la monarquía guillermina y luego bajo la República de Weimar, al menos hasta que la crisis del 29 se lo llevó todo por delante. Por el contrario, la escasa continuidad entre las Cortes de la Restauración y de la II República, medida en el número de diputados que lo fueron en ambos parlamentos, habría sido una dificultad añadida a la formación de coaliciones transversales y al desarrollo de una cultura pactista. Al carecer la mayoría de los parlamentarios de un trato previo bajo el régimen anterior –no hay que olvidar además que entre la última legislatura de la Monarquía y la primera de la República mediaron ocho años–, las diferencias ideológicas se vieron agravadas por la barrera de desconfianza que el desconocimiento mutuo levantó entre el personal político de los principales partidos. 

			Como todos los trabajos de Linz, esta visión panorámica de la Europa de los años veinte y treinta se asienta sobre una sólida base empírica que permite construir un modelo razonablemente operativo, más probabilístico que determinista, según el propio autor, dentro de la amplia casuística que registra el tema de estudio. Ejemplo de ello es la tabla 1.2, que muestra la duración media de los gobiernos en 17 países europeos regidos por sistemas parlamentarios antes de 1929, y los datos de los 14 Estados que mantuvieron –en algunos casos, por poco tiempo– sus instituciones democráticas tras el crash del 29. La comparación sirve para calibrar la importancia de la estabilidad gubernamental anterior a 1929 como elemento amortiguador del impacto de la crisis en las estructuras políticas de un país, un factor poco conocido del funcionamiento de las democracias de entreguerras que podría extrapolarse a otros periodos. Medir la incidencia de otras variables históricas puede resultar mucho más difícil. Una de ellas, a la que Linz concede gran importancia, es la existencia de conflictos territoriales, sea en el interior de los Estados o en su frontera con algún país limítrofe. En algún caso, como la España de los años treinta, se trata de viejos contenciosos agravados en un contexto de inestabilidad general, pero muchos de los conflictos étnicos y territoriales de aquel periodo son imputables a las soluciones arbitradas por las potencias aliadas ante la desaparición de los imperios europeos derrotados en la Gran Guerra. 

			El principio de autodeterminación de los pueblos, aplicado como panacea en las numerosas crisis fronterizas de la posguerra, trajo consigo en no pocos casos la exacerbación de los problemas que se pretendía resolver, como había advertido ya Robert Lansing, secretario de Estado del presidente Wilson, con el que discrepaba abiertamente en este aspecto crucial de su política. El propio concepto de autodeterminación estaba, en opinión de Lansing, «cargado de dinamita. Alimentará esperanzas que nunca podrán hacerse realidad. (…) ¡El sufrimiento que provocará!». El nuevo mapa de Europa será una de las consecuencias, dirá Henry Kissinger en su libro Diplomacy, de la explosiva combinación de utopismo americano y paranoia europea que dio lugar a la Paz de Versalles. En la proliferación de reivindicaciones nacionalistas estará también, en opinión de Linz, una de las causas de la quiebra del parlamentarismo, más allá incluso de aquella etapa convulsa. No es casualidad, afirma, «que pocos Estados multinacionales hayan sido democracias estables», un hecho sintomático del difícil encaje que las cuestiones identitarias tienen en la lógica política del liberalismo, en particular por el inevitable conflicto entre derechos individuales y supuestos derechos colectivos.

			Las posiciones «semileales» o «desleales» –es decir, moderada o abiertamente antisistema– que los partidos nacionalistas adoptaron ante al régimen parlamentario potenciaron el papel desestabilizador de los pleitos territoriales pendientes tras el fin de la guerra. Tal fue el principal caldo de cultivo de un irredentismo nacionalista mucho más agresivo y violento que el nacionalismo völkisch nacido en el siglo XIX. La reivindicación italiana sobre Fiume, por ejemplo, se convirtió en uno de los principales reclamos propagandísticos del primer fascismo, con su retórica belicista, su mística de la violencia y sus delirios imperiales. A partir de 1922, desmantelado en pocos años el dique de contención que representaba el parlamentarismo, Mussolini pudo poner en marcha su plan revanchista, que consistía en tomar por la fuerza aquello que la «victoria mutilada» de 1918 había negado a Italia, aunque diversas circunstancias alargaran la transición hacia la guerra mucho más que en la Alemania nazi: trece años entre la Marcha sobre Roma y la invasión de Etopía, frente a seis y medio entre la subida de Hitler al poder y el ataque a Polonia en 1939. En ese proceso, el principio de autodeterminación de los pueblos, utilizado en su beneficio por los enemigos de la paz y de la democracia, desempeñó un papel de primer orden, como se puso de manifiesto en la crisis de los Sudetes, un conflicto territorial entre la Alemania nazi y la Checoslovaquia democrática cuya resolución mediante los acuerdos de Múnich en septiembre de 1938 allanó el camino a la guerra, en vez de evitarla, como pensaron los partidarios del apaciguamiento. La debilidad de las democracias alimentaba, pues, la inestabilidad internacional, y viceversa, creando un círculo vicioso que acabaría devolviendo a Europa a la casilla de salida: una guerra general que el armisticio de 1918 y el Tratado de Versalles dejaron en suspenso durante dos décadas. La conexión que los nacionalismos de posguerra establecieron entre las democracias aliadas y una paz reputada de injusta tuvo mucho que ver, a su vez, con el descrédito de los regímenes parlamentarios en países que se sintieron perjudicados por el nuevo orden mundial y traicionados por sus propias elites. En esta ecuación perversa, la democracia aparecía como un régimen antinacional y decadente, mientras la violencia como arma política adquiría un prestigio inusitado. 

			El epígrafe titulado «La violencia política y su impacto» evalúa la incidencia de este factor en el deterioro de las democracias de entreguerras, sin que, de nuevo, sea fácil distinguir entre las causas y las consecuencias de una crisis sistémica. Linz lamenta la ausencia de investigaciones concluyentes sobre la naturaleza de este fenómeno característico de la Europa de aquellos años. Pero desde que escribiera su libro se ha avanzado mucho en el estudio y la interpretación de eso que George L. Mosse llamó la «brutalización de la política», una patología típica de aquel periodo sobre la que existe en la actualidad una bibliografía abundante y solvente. El libro colectivo Palabras como puños. La intransigencia política en la Segunda República española, dirigido por Fernando del Rey (2011), es una aportación relevante al estudio de un tema que interesaba mucho al sociólogo español cuando hace casi cincuenta años escribió La quiebra de las democracias. Era una variable incluida ya en su modelo, pero que planteaba todavía grandes interrogantes sobre su origen y alcance, aunque el propio Linz apuntara la impotencia y a menudo la tolerancia institucionales frente a los violentos –pensemos en la pena risible impuesta a Hitler por su participación en el «golpe de la cervecería» en 1923– como un elemento clave en la deslegitimación del Estado de derecho.

			Hubo una continuidad manifiesta entre los movimientos de veteranos de la Gran Guerra organizados tras el armisticio y los partidos fascistas que se fueron creando a partir de entonces. Que España no participara en la Primera Guerra Mundial y careciera, por tanto, de ese irredentismo de masas explicaría la reducida base social del fascismo español. De ahí su carácter eminentemente castrense, como recuerda Linz. Conviene señalar, además, la influencia que los militares integrados o formados en el Ejército de África tuvieron en la sublevación de 1936 y en la dictadura subsiguiente, porque la conexión africanista en el origen del fascismo español –un fascismo muy sui generis– permitiría atribuir a la Guerra de Marruecos una función similar, aunque mucho más modesta, a la que la Gran Guerra desempeñó en el origen de los fascismos europeos. Con su culto a la violencia y su caudillismo avant la lettre, el Ejército de África pudo ser la «escuela de dictadores», por utilizar una expresión de Ignacio Silone citada por Linz, de la que surgiría el jefe indiscutible de un fascismo a la española. No en vano, el mito de Franco como caudillo empezó a fraguarse en aquel escenario.

			La naturaleza y el ejercicio del liderazgo es un tema primordial en esta y en otras obras de nuestro autor, heredero de una brillante tradición académica que disfrutó en el primer cuarto del siglo XX de un periodo de esplendor irrepetible, coincidiendo con la madurez creativa de Vilfredo Pareto, Robert Michels y Max Weber. Antes incluso de la Gran Guerra –no digamos después–, la crisis del parlamentarismo impulsó la aparición de nuevas formas de liderazgo acordes con la moderna sociedad de masas, mientras el liberalismo decimonónico, de base mesocrática, cuando no oligárquica, se veía obligado a reajustarse a una realidad hostil. El sistema político se hizo más competitivo, su legitimidad fue cuestionada abiertamente por los sectores más extremistas y la lucha por el poder se desplazó en buena medida de las instituciones a la calle. Como escribió en 1927 el joven Goebbels en su diario, «quien conquista la calle, conquista a las masas; y quien conquista a las masas, conquista también al Estado». En esa labor de agitación callejera se forjó el liderazgo de tribunos populares que, ni en el gobierno ni en la oposición, debían rendir cuentas a nadie y podían ofrecer soluciones simplistas a problemas muy complejos, como reconoció Hitler en un discurso citado por Linz al tratar los «problemas insolubles» de la democracia de entreguerras. 

			¿Era posible que los regímenes democráticos respondieran con un liderazgo más activo y carismático al desafío de los nuevos movimientos de masas y a la crisis de los partidos tradicionales? La cuestión requiere de entrada distinguir, como hace el autor en un apartado del libro, entre democracias parlamentarias y presidenciales, un modelo, este último, esencialmente americano, pero que cuenta en Europa con la aportación paradigmática, aunque tardía, de la V República francesa. El hiperliderazgo democrático sería relativamente compatible con los sistemas presidencialistas, aunque, incluso en este caso, la limitación de mandatos, como la que estableció la 22ª enmienda a la Constitución de Estados Unidos, evidencia el temor a los posibles efectos perversos de una excesiva concentración de poder en la más alta magistratura del Estado. En los regímenes parlamentarios, por el contrario, el problema suele ser la debilidad o la ausencia de liderazgo ante situaciones que requieren respuestas rápidas y contundentes. El autor introduce aquí el concepto, fundamental en su argumentación, de «reequilibramiento» (reequilibration), una noción derivada del «estado de equilibrio» teorizado por Pareto y desarrollado en su día por autores como Lawrence Joseph Henderson y Talcott Parsons. En un momento de grave peligro para un régimen parlamentario, el nuevo equilibro consiste en fortalecer el poder ejecutivo en detrimento de aquellos actores e instituciones, como los partidos políticos o el parlamento, que parecen más atenazados por la crisis y, por tanto, más inoperantes. Ejemplo de «reequilibramiento» sería el fin de la IV República francesa en 1958, que Linz vivió sobre el terreno en una breve estancia en París durante un viaje entre Estados Unidos y España. La intervención del general De Gaulle, que se jugó su prestigio personal y su capital político en aquel lance, dio paso a la V República y, con ella, a un régimen presidencialista que acabó con la inestabilidad de la etapa anterior. 

			En una de sus incursiones en la historia de la II República española, el autor se interroga sobre la viabilidad de una posible operación de este tipo en las semanas previas al 18 de julio de 1936 como parte de una política de salvación nacional. A la pregunta de si una «dictadura republicana» temporal, ejercida por Manuel Azaña con el apoyo de los sectores moderados de la CEDA y el PSOE, hubiera conseguido evitar la Guerra Civil su respuesta, «con muchas reservas», es «posiblemente». Hay, no obstante, un problema previo derivado de la actitud obstruccionista que, con toda probabilidad, habrían adoptado los sectores mayoritarios de la CEDA y del PSOE. Sobre la posición de este último, es sabido que el intento de Azaña, tras la destitución de Alcalá-Zamora y su encumbramiento a la presidencia de la República, de nombrar a Indalecio Prieto presidente del gobierno chocó con la firme oposición de Largo Caballero, jefe del grupo parlamentario socialista –el más numeroso del Frente Popular–, que tenía en su mano, por tanto, la llave que abría o cerraba la puerta a esa operación. Faltaban dos meses para el golpe militar, y el propio Prieto anunció con asombrosa clarividencia, en un célebre discurso extractado al principio de este libro, el peligro que se cernía sobre la República y la responsabilidad que estaba contrayendo la izquierda con su actitud maximalista y, en ocasiones, violenta. No hubo nada que hacer. Ante la falta de apoyo de su propio partido, Prieto no tuvo más remedio que declinar el encargo de Azaña. Lo que hubiera ocurrido en caso contrario no lo sabremos nunca, pero podemos aventurar, con muchas reservas, como dice Linz de su hipótesis de «reequilibramiento», que tal vez con Prieto en la presidencia del gobierno se habría podido evitar lo peor. Es lo que se desprende del testimonio de Luis Araquistáin, brazo derecho de Largo Caballero, cuando, muchos años después, reconoció a Juan Marichal el boicot del ala izquierda del PSOE a la formación de un gobierno centrista presidido por Indalecio Prieto. La idea era acelerar, en vez de impedir, el colapso de la República como paso previo a un proceso revolucionario: «¿No le parece a usted que fuimos unos bárbaros?». En otras palabras: para los caballeristas, un tándem Azaña-Prieto podía salvar a un régimen liberal burgués que ellos consideraban un obstáculo para sus planes, y sin los votos socialistas era prácticamente imposible que aquella operación de «reequilibramiento» saliera adelante. 

			La posición intransigente de Caballero se había fraguado en su «giro bolchevique» del verano de 1933 y explica el tono displicente con el que despachó la exhortación de Prieto a defender una democracia que muchos compañeros de partido, empezando por el llamado Lenin español, tachaban de burguesa: ¿esa palabra, «democracia» –se preguntaba Caballero–, no estaba «un poco en desuso»? Así lo creían los sectores más radicales –y más influyentes– tanto de la derecha como de la izquierda, dentro y fuera de España. La Gran Depresión de los años treinta había añadido al descrédito del liberalismo político, muy acusado ya en la década anterior, el rechazo al liberalismo económico, señalado como causante de la miseria y la desesperación de amplias capas de la población. En esas condiciones, era difícil seguir creyendo en las bondades del régimen parlamentario, que una buena parte de la izquierda obrera consideraba una simple fachada política de los intereses del gran capital. El fascismo pensaba más o menos lo mismo, solo que, debido a sus alianzas de clase, prefería utilizar el término «plutocracia». De esta forma conseguía distinguir entre un capitalismo bueno –el que pactaba con ellos– y uno malo –antinacional y judaizante– y resultaba más fácil articular una teoría conspirativa sobre el carácter espurio de unas elites políticas confabuladas con oscuros poderes financieros. El resultado fue la convergencia objetiva entre el fascismo y un sector del movimiento obrero internacional, al menos hasta 1933, en una estrategia de acoso y derribo a la democracia que implicaba «una política de superoferta», por utilizar una expresión de Giovanni Sartori que sirve a Linz para titular un epígrafe del libro. Un programa máximo de exigencias y reivindicaciones podía resultar ilusorio para una eventual acción de gobierno, pero sumamente eficaz para desgastar a una democracia que parecía tener los días contados. Son elocuentes, a este respecto, los testimonios que se recogen a lo largo de estas páginas de quienes, desde la izquierda, subestimaron el peligro que entrañaba el fascismo. «No tememos a los fascistas», dirá, por ejemplo, un diputado comunista en el parlamento alemán. «Van a fracasar más rápidamente que cualquier otro gobierno». 

			Puede que este diagnóstico se debiera no solo a un error de cálculo al evaluar el alcance de la amenaza fascista, sino también a un rechazo frontal a la democracia «burguesa» que llevaba a preferir cualquier otra alternativa, por mala que fuera. Aunque el libro de Linz contiene algunas referencias a casos posteriores, tales como la transición democrática española, la V República francesa o el gobierno de Salvador Allende en Chile, el peso que tiene en su modelo el periodo de entreguerras explica que el término quiebra, y no crisis, presida el título en español. La diferencia es sutil, pero significativa. La quiebra sugiere un proceso sin retorno, frente al carácter cíclico de la crisis, un concepto que ha acompañado siempre a la democracia, como si sus achaques históricos formaran parte de su idiosincrasia. Y es posible que así sea, solo que en vez de debilitar su organismo se diría que lo inmunizan ante sus peores enemigos. Por el contrario, los regímenes dictatoriales prefieren vivir como si la crisis no fuera con ellos, hasta el punto de expulsar la propia palabra de su vocabulario –recuérdese que el castrismo denominó «periodo especial» el hundimiento de la economía cubana tras el fin de la URSS y de la ayuda económica soviética– en una reacción similar al temor supersticioso que produce en las dictaduras la perspectiva inexorable de la muerte del líder (el «hecho biológico», en el lenguaje del tardofranquismo). 

			La quiebra de las democracias admite, como se ve, múltiples lecturas. Si, por una parte y de manera señalada, analiza la «prueba de esfuerzo» que el difícil periodo de entreguerras supuso para la democracia, por otra, examina algunos de los mecanismos generales y de los problemas permanentes del régimen parlamentario: el sistema de partidos, los modelos electorales, el papel y la composición de la clase política, el efecto distorsionante de las cuestiones identitarias, la cooptación como mecanismo autorregulatorio de la circulación de las elites o los riesgos que entraña eso que Linz llama, un poco enigmáticamente, «abdicación de autenticidad democrática». Cuando, a principios de la década de los setenta, emprendió esta obra ambiciosa y compleja el panorama era muy distinto al de los sombríos años treinta que vivió en su infancia. En 1970, la democracia parecía firmemente asentada en buena parte del mundo occidental y la distensión Este/Oeste alejaba la perspectiva de una nueva guerra mundial. En el terreno personal, su carrera académica se encontraba en una etapa de enorme productividad y amplio reconocimiento internacional. En 1969, se había incorporado a la Universidad de Yale como catedrático de Political Development, tras veinte años de estrecha vinculación a la universidad neoyorkina de Columbia, compaginada con frecuentes estancias en centros académicos europeos y norteamericanos, entre ellos la recién creada Universidad Autónoma de Madrid, a la que fue invitado en el curso 1968-1969 para impartir seminarios de alta especialización. 

			Su reencuentro con España le llevó también a pronunciar varias conferencias ante un público general, lleno de curiosidad sobre un horizonte de cambio que parecía cada vez más próximo. Una de ellas empezaba con estas palabras proféticas: 

			Hoy voy a hablar probablemente más del futuro que del pasado, porque creo que en esta hora tenemos que pensar mucho más en el futuro que en el pasado. (…) La España de 1931 a 1936 no es la España de 1968 (…), la población española ya no tiene que vivir sobre los supuestos de los años treinta. 

			Y añadía: 

			Una de las mayores ventajas de un régimen democrático es que permite decidir los problemas políticos de una manera pacífica. 

			Este fragmento de aquella conferencia ha sido recuperado por dos de sus más brillantes discípulos y colaboradores, José Ramón Montero y Thomas Jeffrey Miley, y anticipa en gran medida la España de la transición iniciada siete años después, tras la muerte de Franco. Aquella nueva etapa, que Linz vivió en parte en nuestro país, representaba un claro contrapunto respecto a lo ocurrido en los años treinta, tal como él mismo había anunciado en 1968 al recordar al público español que la realidad de los años sesenta no se parecía en nada a la de treinta años atrás. Su análisis ponía en entredicho, además, un fatalismo muy arraigado en relación con la historia de España –una historia que siempre acaba mal, según aquel famoso poema de Jaime Gil de Biedma– e invitaba a revisar ciertos determinismos históricos que no resisten una verificación empírica. Ni la democracia estaba condenada a muerte en la década de los treinta ni necesariamente destinada a reinar en todo el orbe cuando cayó el muro de Berlín, como creyeron algunos en los felices noventa. No fue el caso de Linz, cuya mirada analítica, fruto de largos años de estudio y de sus propias vivencias históricas, le permitió situarse siempre más allá de coyunturas que pueden ser engañosas. Junto a esa visión de la realidad libre de prejuicios y dogmatismos, llama la atención su facilidad para moverse entre lo conceptual y lo empírico –ese continuo «subir y bajar la escalera de la abstracción», apuntado también por Montero y Miley– y para transmitir su pasión por los datos objetivos, sin duda, una de las claves de su excepcional magisterio académico, reconocido en 1987 con la concesión del Premio Príncipe de Asturias de Ciencias Sociales. 

			¿Cuánto de su análisis de los problemas de la democracia sería aplicable cincuenta años después de escribir este libro? El lector español encontrará en él sobrados motivos de reflexión, entre ellos algunas claves sobre ciertas patologías de la democracia fácilmente reconocibles en la España actual, desde el desafío a la convivencia representado por el secesionismo hasta el protagonismo de fuerzas políticas de dudosa lealtad al sistema constitucional. ¿Es la cooptación, haciéndolas corresponsables del gobierno, la manera de incorporarlas al statu quo o es una forma de apaciguamiento condenada al fracaso? La crisis de entreguerras ofrece antecedentes para todos los gustos sobre las ventajas y desventajas de las estrategias de integración, tema recurrente en aquella época, que llevó a los alemanes a inventarse el término Zähmungskonzept, traducido por Linz como «concepciones de domesticación». Comoquiera que sea, las posibles analogías entre los casos estudiados en estas páginas y los riesgos y disfunciones de la democracia en el siglo XXI deben plantearse desde la conciencia de que, como dijo nuestro autor al comparar la España de los años treinta y sesenta, las circunstancias han cambiado radicalmente y que los mismos o parecidos problemas, cuando actúan sobre realidades diferentes, pueden tener consecuencias completamente distintas. He aquí un motivo para pensar que no siempre la crisis de la democracia conduce a la quiebra del sistema.

			Juan Francisco Fuentes

		

	
		
			
La quiebra de las
					democracias1


			
			
				
					1 Este libro se escribió entre 1970 y 1974, y se publicó en inglés como la primera parte («Crisis, Breakdown, and Reequilibration», pp. 3-127) del libro de Juan J. Linz y Alfred Stepan, eds., The Breakdown of Democratic Regimes (Baltimore: Johns Hopkins University Press, 1978), que contaba con los análisis de trece autores sobre las crisis y las quiebras de cinco democracias europeas y de siete iberoamericanas; también se publicó como libro por separado (como Juan J. Linz, The Breakdown of Democratic Regimes: Crisis, Breakdown, and Reequilibration [Baltimore: Johns Hopkins University Press, 1978]). Casi diez años después apareció la versión española como Juan J. Linz, La quiebra de las democracias (Madrid: Alianza Editorial, 1987), con traducción de Rocío de Terán.

				

			

		

	
		
			
			
Introducción

			Todo cambio de régimen político afecta a millones de vidas, removiendo un espectro de emociones, desde el miedo a la esperanza. La Marcha sobre Roma en 1922, la Machtergreifung de Adolf Hider en 1933, la Guerra Civil española en 1936, Praga en febrero de 1948, el golpe contra Salvador Allende en 1973, todos estos momentos dramáticos que simbolizan cambios de poder se fijan en la memoria de la gente como fechas clave en sus vidas. Pero los hechos en sí son en realidad la culminación de un largo proceso, un cambio político que va creciendo y evolucionando a lo largo de un período de tiempo más o menos prolongado. ¿Hay una pauta común en los procesos que han llevado a un cambio de régimen, o cada uno supone una situación única? ¿Es posible construir un modelo descriptivo del proceso de la caída de una democracia que pudiera contribuir a una mejor comprensión de sus elementos y de su dinámica? Si fuera posible construir tal modelo, ¿sería un modelo explicativo? ¿Podríamos saber más de las condiciones para la estabilidad de la democracia?

			Hace mucho que los problemas de estabilidad y ruptura de sistemas políticos han ocupado la atención de los estudiosos de la política. En años recientes los científicos sociales han dedicado una atención considerable al estudio de los requisitos para la estabilidad política, particularmente en las democracias2. Los análisis han tendido, sin embargo, a ser estáticos, con mayor énfasis en las correlaciones entre las características sociales, económicas y culturales y la estabilidad de los regímenes en un momento dado de la historia, que en la dinámica de los procesos de crisis, caídas y reequilibramiento de los regímenes existentes, o la consolidación de otros nuevos. Este énfasis ha sido el resultado principalmente de la disponibilidad de datos sistemáticos y cuantitativos de un gran número de sistemas políticos y de nuevas técnicas para análisis estadísticos3. También ha reflejado el optimismo de la posguerra sobre el futuro de las democracias una vez establecidas. Al mismo tiempo, sin embargo, los historiadores han proporcionado datos de los sucesos y de los cambios sociales, económicos y políticos que produjeron esos dramáticos momentos que llevaron al poder a Benito Mussolini, Adolf Hitler o Francisco Franco o, como en Francia, provocaron un cambio de rumbo en la batalla por la supervivencia de una democracia. Las memorias y escritos de los que participaron en los acontecimientos históricos son otra fuente importante para comprender estos procesos políticos4.

			Por lo tanto, en nuestro esfuerzo para construir un modelo descriptivo de los procesos operativos en un cambio de régimen y quizá, en última instancia, un modelo que pudiera explicarlos, podría ser útil combinar el conocimiento de los sucesos que proporcionan los relatos de los historiadores y los informes de los participantes con la formulación de problemas derivados de la ciencia social contemporánea5. El análisis de muchas situaciones históricas que parecen únicas sugiere la posibilidad de unas pautas comunes y de ciertas secuencias de acontecimientos que se repiten en un país tras otro. De hecho, los participantes parecen a menudo ser conscientes de estas cadenas de acontecimientos y expresan esta conciencia en actitudes compartidas por muchos de resignación, tragedia, inevitabilidad o hado.

			Sería interesante estudiar comparada y sistemáticamente hasta qué punto los distintos participantes, especialmente los líderes democráticos, tenían o no conciencia del peligro en que se encontraba el sistema en momentos críticos antes del derrumbamiento final. Por ejemplo, las declaraciones de Rudolf Breitscheid, líder del Sozialdemocratische Partei Deutschlands (SPD, el Partido Socialdemócrata alemán), en el congreso del partido en Magdeburgo, en 1929, sobre las implicaciones que podría tener la ruptura de la gran coalición (que se produjo en marzo de 1930), revela tanto la conciencia de la amenaza a la democracia y al parlamentarismo como la falta de predisposición a hacer cualquier sacrificio para salvarlos6. Todavía más premonitorias fueron las advertencias de Indalecio Prieto en la primavera española de 1936:

			La convulsión de una revolución, con un resultado u otro, la puede soportar un país; lo que no puede soportar un país es la sangría constante del desorden público sin finalidad revolucionaria inmediata; lo que no soporta una nación es el desgaste de su poder público y de su propia vitalidad económica, manteniendo el desasosiego, la zozobra y la intranquilidad. Podrán decir espíritus simples que este desasosiego, esta zozobra, esta intranquilidad la padecen sólo las clases dominantes. Eso, a mi juicio, constituye un error. De ese desasosiego, de esa zozobra y de esa intranquilidad no tarda en sufrir los efectos perniciosos la propia clase trabajadora, en virtud de trastornos y posibles colapsos de la economía, porque la economía tiene un sistema a cuya transformación aspiramos...

			No se diga, desacreditando a la democracia, que el desorden infecundo es únicamente posible cuando en las alturas del poder hay un gobierno democrático, porque entonces los hechos estarán diciendo que sólo la democracia consiente los desmanes y que únicamente el látigo de la dictadura resulta capaz de impedirlos... Si el desmán y el desorden se convierten en sistema perenne, por ahí no se va al socialismo, por ahí no se va tampoco a la consolidación de una república democrática, que yo creo nos interesa conservar. Ni se va al socialismo ni se va al comunismo; se va a una anarquía desesperada que ni siquiera está dentro del ideal libertario; se va a un desorden económico que puede acabar con el país7.

			En estos análisis, los científicos sociales, principalmente los sociólogos (y en especial los que tienen una orientación marxista), tienden a destacar las características estructurales de las sociedades, las infraestructuras socioeconómicas que actúan como condición restringente, limitando las opciones de los actores políticos. Dirigen su atención a los conflictos sociales subyacentes, especialmente los conflictos de clase, que en su opinión hacen difícil, si no imposible, la estabilidad de las instituciones democráticas liberales. Sostienen que el proceso de derrumbamiento está suficientemente explicado por las grandes desigualdades sociales y económicas, la concentración de poder económico, la dependencia económica de otros países, la amenaza al orden socioeconómico existente planteada por la movilización de las masas y la inevitable y rígida defensa de los privilegios que terminan con las instituciones democráticas que permiten esta movilización. Seríamos los últimos en negar la importancia de estos factores y su considerable efecto en casos concretos8. Pero, aun asumiendo que estos análisis sociológicos o los basados en el carácter cultural nacional o en variables psicológicas pudieran explicar por qué tiene lugar la caída de un régimen, habría que preguntarse cómo.

			Desde nuestro punto de vista no puede ignorarse la actuación tanto de los que están más o menos interesados en el mantenimiento de un cierto sistema político democrático como la de aquellos que, colocando otros valores por encima, no están dispuestos a defenderlo o incluso están dispuestos a derrocarlo. Todo este conjunto de conductas constituye la verdadera dinámica del proceso político9. Creemos que las características estructurales de las sociedades –los conflictos reales y latentes– ofrecen una serie de oportunidades y obstáculos para los actores sociales y políticos, tanto personas como instituciones, que pueden llevar a uno u otro resultado. Empezaremos asumiendo que estos actores se enfrentan con varias opciones que pueden aumentar o disminuir las probabilidades de la persistencia y estabilidad de un régimen10. No hay duda de que las acciones y los sucesos que se derivan de este hecho tienden a tener un efecto reforzador y acumulativo que aumenta o disminuye las probabilidades de que sobreviva una política democrática. Es cierto que, en los últimos momentos antes del desenlace, las oportunidades para salvar el sistema pueden ser mínimas. Nuestro modelo, por lo tanto, será más probabilístico que determinista.

			En este contexto, el análisis de casos en los cuales una democracia en crisis consiguió volver a equilibrarse es particularmente interesante, puesto que probaría a contrario algunas de las hipótesis que vamos a desarrollar. El mérito especial de Karl Dietrich Bracher en su brillante descripción de la caída de la República de Weimar fue destacar el carácter de secuencias y pautas del proceso del derrumbamiento a través de las fases de pérdida de poder, de vacío de poder y de toma de poder11. Dedicaré mi atención a estas variables más estrictamente políticas, que tienden a ser descuidadas en muchos otros estudios sobre el problema de la democracia estable porque, desde mi punto de vista, los procesos políticos precipitan de hecho la caída definitiva12. No ignoraré, sin embargo, los factores condicionantes básicos sociales, económicos y culturales. Podría también parecer difícil explicar, sin prestar atención al proceso histórico político, por qué las instituciones políticas en diferentes sociedades, al experimentar tensiones parecidas, no sufren la misma suerte. En situaciones de crisis como las que vamos a discutir, el liderazgo, incluso la presencia de individuos con características y cualidades únicas, puede ser decisivo y ningún modelo puede predecirlo. El liderazgo es, para nuestros fines, una variable residual que en último término no puede ser ignorada; pero no debe ser introducida antes de agotar la capacidad de explicación de otras variables. En algunos casos, sin embargo, su contribución es tan obvia que hay que reconocerla; por ejemplo, al tratar del reequilibramiento de la democracia francesa en la transición de la IV a la V República. El resultado en aquel momento sin Charles de Gaulle hubiera sido probablemente muy distinto. El problema del liderazgo y de su calidad –especialmente en situaciones de crisis– como variable independiente no se ha solido tener en cuenta debido a una reacción excesiva contra la tendencia a explicar la historia según los «grandes hombres» y al exagerado énfasis en los factores sociológicos13. Con todo, esperamos demostrar la gran probabilidad que existe de que ciertos tipos de instituciones o de actores individuales, enfrentados con situaciones parecidas, respondan de forma que contribuyan a la caída del régimen. Nuestra tarea será describir y, en tanto sea posible, explicar estos actos en el camino hacia el derrumbamiento o reequilibramiento de las democracias.

			No eludiremos la admisión de que nuestra formulación del problema trata de señalar las oportunidades que los líderes democráticos pueden utilizar para asegurar la consolidación, estabilidad, persistencia y equilibrio de sus regímenes, así como los problemas y dificultades que con toda probabilidad van a encontrar en el proceso. Esperamos que nuestro conocimiento les ayude en sus esfuerzos, aun cuando nuestros datos, si son válidos, también pueden ser útiles para aquellos que desean asistir a la «escuela de dictadores»14.

			
Derrumbamiento de democracias competitivas

			Vamos a centrar nuestro análisis en las democracias competitivas15, sin intentar ampliar nuestro estudio a los sistemas políticos autoritarios, totalitarios o tradicionales16.

			Para evitar todo equívoco es necesario definir con cierta precisión el tipo de régimen cuyo derrumbamiento y caída estamos analizando. Nuestro criterio para definir una democracia puede resumirse diciendo que es la libertad legal para formular y proponer alternativas políticas con derechos concomitantes de libertad de asociación, libertad de expresión y otras libertades básicas de la persona; competencia libre y no violenta entre líderes con una revalidación periódica de su derecho para gobernar; inclusión de todos los cargos políticos efectivos en el proceso democrático, y medidas para la participación de todos los miembros de la comunidad política, cualesquiera que fuesen sus preferencias políticas. Prácticamente esto significa libertad para crear partidos políticos y para realizar elecciones libres y honestas a intervalos regulares, sin excluir ningún cargo político efectivo de la responsabilidad directa o indirecta ante el electorado. Hoy día, la democracia supone al menos el sufragio universal masculino, pero quizá en el pasado fuera compatible con el sufragio censitario o de capacidades de períodos anteriores, limitado a ciertos grupos sociales.

			La exclusión de la competencia política de partidos no comprometidos con la vía legal para la consecución del poder –que en realidad se limita a exclusiones que pueden hacerse efectivas (de partidos menores o de individuos de modo temporal o parcial, como el control de antecedentes políticos de funcionarios)– no es incompatible con las garantías de competencia libre en nuestra definición de democracia17. Lo que distingue a un régimen como democrático no es tanto la oportunidad incondicional para expresar opiniones, sino la oportunidad legal e igual para todos de expresar todas las opiniones y la protección del Estado contra arbitrariedades, especialmente la interferencia violenta contra ese derecho. Nuestra definición de democracia no abarca a regímenes que pueden haber recibido el apoyo de una mayoría, pero no han sido capaces de presentarse ante la sociedad para que ésta lo revalidara. No precisa que los partidos se turnen en el poder, sino la posibilidad de que esto suceda, aun cuando esta alternación es evidencia prima facie del carácter democrático de un régimen. La idea de que es necesaria al menos una alternación en el poder a nivel nacional entre el partido o coalición instauradora del régimen democrático y la oposición para definir un régimen como democrático nos parece excesivamente exigente. Ciertamente, la alternancia entre la oposición y el gobierno a nivel nacional no es frecuente, incluso en democracias con dos partidos, y lo es aún menos en sistemas multipartidistas, donde son frecuentes las coaliciones cambiantes18.

			No hay duda de que las realidades sociales y políticas en los países en que se basa nuestro análisis han introducido considerables modificaciones en nuestra definición mínima. Esto es especialmente cierto en los casos de los países hispanoamericanos y también en la Italia rural, al sur de Roma, durante las primeras décadas de este siglo, cuando las presiones administrativas, sociales y económicas imponían límites a las libertades políticas cívicas hasta el punto de que incluso se ponían en duda los resultados electorales. La desviación del ideal democrático no constituye necesariamente, sin embargo, su negación, y el régimen en cuestión puede satisfacer nuestro criterio mínimo.

			Hemos omitido deliberadamente de nuestra definición toda referencia a la prevalencia de valores democráticos, relaciones sociales, igualdad de oportunidades en el mundo del trabajo y la educación, ya que nuestro tema aquí es la caída de la democracia política, no la crisis de las sociedades democráticas. La influencia de la democracia política en aspectos no políticos de la sociedad o, a la inversa, el efecto de una cultura no democrática en la persistencia o en el derrumbamiento de un régimen democrático vale la pena de ser estudiado; sin embargo, la inclusión en nuestra definición de elementos tales como la democratización de la sociedad, el grado de igualdad, etc., no sólo nos impediría hacernos muchas preguntas importantes, sino que reduciría el número de casos para analizar.

			Una vez dada esta definición, no entran en nuestro campo la transformación de un sistema posdemocrático en uno totalitario, los cambios internos que llevan a regímenes postotalitarios (como en la desestalinización de los regímenes comunistas), la caída de regímenes autoritarios (como Portugal en 1974), ni la transición a la democracia de regímenes monárquicos tradicionales. No hay duda de que existen procesos comunes a la caída de cualquier régimen y procesos propios del derrumbamiento de una democracia, pero sería difícil, sin un estudio comparado de cambios de régimen en sistemas tanto democráticos como no democráticos, aislar las variables e identificarlas. Esto no significa descuidar algunas pautas generales. Ningún sistema que pueda ser llamado totalitario, en el sentido propio de la palabra, se ha venido abajo por causas internas, incluyendo aquellos sistemas que han experimentado transiciones suficientes como para ser descritos como regímenes autoritarios postotalitarios19. El sistema nazi e incluso la dominación fascista en Italia –que puede considerarse como un totalitarismo que no llegó a realizarse plenamente– fueron derrocados sólo mediante la derrota militar por los aliados. La caída de la mayoría de los regímenes autoritarios ha llevado no al establecimiento de democracias, sino al de otro régimen autoritario después de un golpe o una revolución y, quizá, en el caso de Cuba, a un sistema totalitario. El estudio de los pocos casos en los cuales un régimen autoritario se transformó en una democracia, o fue derrocado para dar lugar a una democracia, podría contribuir a nuestro entendimiento de las variables comunes. Aunque este número es pequeño, hay varios casos en los que a las democracias siguió un régimen autoritario que a su vez fue seguido por un nuevo establecimiento de la democracia20.

			No hemos incluido algunas democracias poscoloniales que tuvieron poco tiempo para institucionalizarse, cuya forma de gobierno fue en gran medida un trasplante de su país de origen y donde la consolidación de instituciones políticas generalmente coincidió con el proceso de construcción del Estado. Dudo que nuestro análisis pueda aplicarse al derrumbamiento de instituciones democráticas que surgieron tras la independencia en África y Asia, como Pakistán o Nigeria, porque en casi todos los casos se limita a Estados cuya existencia estaba consolidada antes de que se hicieran democracias. (Sólo Finlandia adquirió carácter de Estado después de la Primera Guerra Mundial, y Austria surgió como Estado separado del Imperio austrohúngaro por el diktat de los vencedores.)

			Todas las democracias a las que se refiere nuestro modelo son naciones-Estado, incluso España, que, aunque tiene un carácter multinacional para algunos españoles, para la mayoría es una nación-Estado. Sólo en Austria, donde un significativo número de ciudadanos se identificaba con Alemania, se cuestionó la existencia de una nación-Estado. No hay duda de que, si hubiéramos incluido en nuestro análisis a Checoslovaquia en los años de entreguerras y a un país multinacional como Yugoslavia, hubiera aumentado la importancia de los conflictos culturales y lingüísticos en las crisis de las democracias, aunque en el caso de la primera sería difícil aislar las tensiones internas de las presiones externas que llevaron a Múnich y a la secesión de Eslovaquia, y, consiguientemente, al fin de la democracia y también de la independencia21.

			¿Deberían los regímenes en los que basamos nuestro análisis ser considerados propiamente democracias competitivas o deberían clasificarse como un tipo especial de régimen democrático? Desgraciadamente no hay una tipología significativa y aceptada de democracias competitivas, ni tampoco una medida aceptada del grado de democracia. Sólo la distinción entre democracias de gobierno mayoritario y las que Arend Lijphart llama «consociacionales» ha sido ampliamente aceptada22. Nuestro análisis no incluye ninguna democracia que pueda ser considerada propiamente consociacional; en realidad, ninguna de las que son consideradas como tal ha experimentado una quiebra de sus instituciones. Esto nos lleva a sospechar que los mecanismos políticos descritos con el término de democracia consociacional pueden ser muy útiles al manejar las tensiones que de otra forma podrían hacer peligrar sus instituciones democráticas. Ciertamente, las democracias consideradas normalmente como consociacionales (Holanda, Bélgica, Suiza, Austria después de la Segunda Guerra Mundial, y quizá Líbano antes de su desintegración) comparten muchas otras características favorables a la estabilidad democrática.

			En resumen, nuestro análisis es aplicable sólo a regímenes democráticos en naciones-Estado consolidadas que consiguieron la independencia o un grado de autonomía política considerablemente antes de la crisis del régimen. Además, todas las democracias analizadas están basadas en gobiernos de mayorías más que en los complejos mecanismos consociacionales.

			
Nuevas democracias asediadas o abortadas

			La pregunta que puede plantearse es si nuestro modelo del proceso de derrumbamiento de democracias pudiera no basarse en regímenes establecidos sólo poco tiempo antes de la crisis que precipitó su caída y que, por lo tanto, estamos tratando más bien de un fallo en la consolidación de un régimen que de la caída de uno democrático23. Tal modelo, podría argüirse, no sería aplicable a regímenes que satisfagan los requisitos de persistencia de pautas elaborado por Harry Eckstein24, y particularmente los que han gozado de una existencia estable durante más de una generación, como el Reino Unido, Suiza, los países escandinavos, Bélgica, Holanda e incluso Francia.

			Este punto no puede ignorarse, y volveremos a él cuando destaquemos la importancia de creer en la legitimidad de las instituciones democráticas como un factor que aumenta las probabilidades de estabilidad en una democracia. No hay duda de que la estabilidad genera estabilidad, por decirlo de manera tautológica. Las viejas democracias fueron nuevas en su día, y se enfrentaron con los mismos riesgos que todas las nuevas democracias, incluso en los casos en que podría aducirse que la evolución histórica fue más lenta y más implicada con la continuidad de instituciones y elites tradicionales, enfrentando así a los gobernantes con problemas menores y más manejables. Además, algunas de las más viejas democracias tenían la ventaja de estar establecidas en países pequeños y relativamente prósperos, como sucede en algunas partes de Europa25. Los historiadores y los sociólogos han llamado la atención sobre las circunstancias únicas bajo las cuales tuvo lugar en estos casos la transformación de sistemas políticos tradicionales en democracias modernas. Podría decirse que cuando estaban ausentes estos acontecimientos lentos y únicos que conducen a la democracia, incluso antes de la Revolución francesa, la probabilidad para la consolidación de la democracia era considerablemente menor.

			Sin embargo, mientras que los regímenes específicos, que fueron derrocados en países como Portugal, Alemania, Austria y España, habían sido establecidos sólo recientemente, en cada país una serie de procesos liberales democráticos habían ganado ascendencia a lo largo de medio siglo, si no más, bajo monarquías constitucionales o semiconstitucionales. En Italia, la monarquía constitucional había sido instituida al mismo tiempo que se hacía la nación en el Risorgimento y pasó por un proceso de democratización que se aceleró, junto con el de muchas otras democracias estables, en las primeras décadas del siglo, especialmente después de la Primera Guerra Mundial. A pesar de las desviaciones del ideal que representa la democracia limitada oligárquica, y de períodos autoritarios, los países hispanoamericanos se sentían muy comprometidos ideológicamente con la idea de democracia liberal, y ninguna otra fórmula de legitimidad tenía gran atractivo. Es cierto que algunos países tenían unas minorías intelectuales significativas que defendían otras fórmulas políticas, pero la gran mayoría estaba a favor de una fórmula legal y racional de legitimidad democrática. Sólo en Alemania consiguieron las ideologías conservadoras antidemocráticas una amplia y organizada aceptación en importantes sectores de la sociedad antes de la quiebra de la democracia en 1918.

			En resumen, en los países analizados la democracia per se no era nueva ni tuvo en la mayoría de los casos que enfrentarse con una gran hostilidad antes del comienzo de la crisis, aunque algunos regímenes específicos y las fuerzas que los fundaron, establecidos sólo unos años antes de su fin, sí sufrieron estos ataques. Podría argüirse que en muchos casos el ataque no iba inicialmente dirigido contra la democracia propiamente, sino contra el contenido particular que querían darle las fuerzas que ayudaron a la creación del régimen y las que le sostenían. En realidad, podría haberse evitado la hostilidad de los que estaban a favor de un orden político y social distinto ofreciéndoles un papel más efectivo y algunas garantías dentro del proceso democrático. Es obvio que no siempre se puede distinguir la forma de democracia de su contenido sustantivo. Lo que en un principio se concibe como un ataque a unas fuerzas gobernantes en particular se convierte después rápidamente en una derrota de las instituciones democráticas por la fuerza o la manipulación, que hace imposible el restablecimiento de estas instituciones durante casi una generación.

			Un problema algo distinto, pero relacionado, es planteado por quienes sostienen que las democracias que fracasaron o fueron derrocadas habían sido instauradas bajo tales condiciones que hacían su éxito extremadamente difícil. Para decirlo más gráficamente, nacieron muertas. Ciertamente, los historiadores pueden declarar que las circunstancias que rodearon el nacimiento de un nuevo régimen –la estructura social subyacente, los conflictos sociales latentes y la herencia institucional e ideológica de regímenes anteriores– eran tales que, a menos que los nuevos gobernantes democráticos fueran capaces en una fase inicial de transformar la sociedad, cualquier crisis seria tendría un resultado inevitablemente destructivo. Se ha mantenido frecuentemente este punto de vista en relación con la República de Weimar y puede defenderse incluso con más fuerza en muchos casos hispanoamericanos26. En realidad, los teóricos de la dependencia tienden a considerar la solución de los problemas sociales como requisito para la estabilidad de un régimen. En una escala histórica más amplia, Barrington Moore ha propuesto la tesis de que a menos que las sociedades hayan experimentado una básica revolución socioeconómica, especialmente en las relaciones de poder agrario y en los sistemas económicos asociados con las grandes revoluciones políticas occidentales, la democracia no tiene probabilidad de sobrevivir27.

			Sin ignorar las aportaciones que estos enfoques suponen, creemos que una gran parte del proceso de caída de una democracia no puede ser explicado por estas variables. Incluso hay países cuyas democracias han gozado de períodos considerables de estabilidad a pesar de unos hándicaps iniciales idénticos28. Por lo tanto, no diremos que tales democracias nacieron muertas, incluso concediendo que algunas puedan haber tenido defectos genéticos o un abortado período de consolidación. Las condiciones precedentes pueden, como veremos, limitar la capacidad de un régimen para manejar una crisis, pero el verdadero derrumbamiento no puede ser explicado sin referencia a un proceso político que tiene lugar después de su instauración. Los elementos favorables para la democracia bajo regímenes autoritarios precedentes o regímenes semidemocráticos constitucionales, la pérdida de credibilidad y el fracaso de regímenes predemocráticos y el entusiasmo y esperanza creados por los nuevos regímenes no pueden y no deben ser subestimados. Ningún régimen goza del total apoyo o consentimiento de todos sus ciudadanos. Según la tipología de autoridad de un régimen de Richard Rose, hay pocos que son completamente legítimos o coercitivos, y la mayoría funciona en una gama de categorías intermedias29. La cuestión está en qué es lo que hace que un régimen vaya más allá de sus límites funcionales y se convierta en un régimen dividido y semicoercitivo que termina siendo repudiado por sectores grandes o críticos de la población.

			Plantear la cuestión de otra manera supondría decir que sólo las democracias que gozan de gran apoyo y obediencia durante largos períodos tienen una probabilidad significativa de evitar su caída y repudio, una hipótesis que, aparte de ser indebidamente pesimista, sería casi tautológica. Nuestra hipótesis es que los regímenes democráticos que hemos estudiado tuvieron en un momento u otro unas probabilidades razonables de supervivencia y consolidación total, pero que ciertas características y decisiones de importantes actores –tanto instituciones como individuos– disminuyeron estas probabilidades. Nuestro análisis supone que estas decisiones muestran unas pautas repetidas con variaciones en una serie de sociedades. La repetición de las mismas pautas u otras similares en el proceso de derrumbamiento puede dar lugar a una interpretación determinística. Queremos destacar, sin embargo, el carácter probabilístico de nuestro análisis y subrayar cómo en cualquier momento en el proceso hasta la crisis final hubo posibilidades, aunque fueran disminuyendo, de salvar el régimen. Podría recordarse el comentario del gran historiador alemán Friedrich Meinecke al oír la noticia del nombramiento de Hitler como canciller: «Me dije a mí mismo con la máxima consternación que no sólo había caído un día aciago de primera magnitud sobre Alemania, sino que también “esto no era necesario”. No había aquí ninguna necesidad política o histórica urgente como la que llevó a la caída de Guillermo II en el otoño de 1918. Aquí no había una tendencia general, sino algo como el azar, concretamente la debilidad de Paul von Hindenburg, que desequilibró la balanza»30. Sería tentador tratar de definir en cada coyuntura y para cada régimen las bazas a favor de su supervivencia, pero nuestra opinión es que, incluso después de la investigación comparada más exhaustiva, pocos científicos podrían estar de acuerdo con las probabilidades concedidas a cada caso.

			
Cambio socioeconómico como factor

			Otra suposición de nuestro análisis, que está sujeta a discusión, es que los distintos procesos políticos comunes a democracias competitivas son valorados en sí y por sí mismos por sectores significativos de la sociedad. La suposición contraria es que las instituciones democráticas son valoradas sólo en tanto que produzcan resultados políticos satisfactorios para sus seguidores. Dicho de otra manera, la lealtad a un sistema político existe sólo en tanto que garantice la persistencia, o la oportunidad de cambio, de un cierto orden social, normalmente socioeconómico. De acuerdo con esta opinión, la democracia es sólo un medio para conseguir un fin. Una vez que la gente se dé cuenta de que sus fines no pueden ser satisfechos mediante instituciones democráticas, el sistema democrático será descartado. Los que toman estas posiciones piensan generalmente en un cierto orden socioeconómico, pero lo mismo podría decirse respecto a un orden cultural, religioso o internacional.
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